Radicación: 66001-22-04-000-2018-00214-00

Accionante: Andrés Felipe Osorio Robledo 

Accionado: Juzgado 3ro Penal Mpal. de Garantías y otros

Decisión: Niega por improcedente


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA.

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.”  (…)

…  se tiene que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 

Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, ello por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales, sólo de manera excepcionalísima, habría lugar a la intervención del Juez de tutela.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor ANDRÉS FELIPE OSORIO ROBLEDO, en contra del JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA, y otros, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso.
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que el día 13 de septiembre del año 2017 se celebró ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías una audiencia preliminar de formulación de imputación en contra suya, dentro del proceso identificado con el # de radicado 660016000036201205320, por incurrir en la presunta comisión del delito de lesiones personales dolosas. 
Refirió que al escuchar los registros de audiencia de esa diligencia, se evidencia cómo en su inicio la Juez que dirigió esas vistas públicas dejó constancia sobre un documento suscrito por la Doctora Deisy Enith Silva Atuesta (quien para ese entonces fungía como apoderada suya, conforme al poder otorgado en esas mismas calendas), el cual fue radicado en el Despacho ese mismo día, manifestando la Togada que no obraba junto al poder ninguna solicitud de aplazamiento de la audiencia; no obstante, en el devenir de la actuación, la Juez, en abierta contradicción con lo expuesto al inicio, señaló que sí había una solicitud de aplazamiento, pero aun así, resolvió no darle trámite a dicha petición y continuar con el trámite como si nada.
De igual manera, dijo el actor que en el transcurso de la actuación de marras, la Fiscalía le pidió al Despacho que verificara y aclarara por qué razón el poder presentado por la abogada tenía sello de autenticación en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira de ese mismo día, cuando en su solicitud la Letrada había afirmado que se encontraba en la ciudad de Bogotá, cosa que tampoco quedó clara en ese momento, a pesar de que, según dice el señor Andrés Felipe, era fácil advertir que el poder se había autenticado mediante firma registrada, constancia que incluso pudo el Juzgado obtener de la mencionada Notaría. A pesar de lo anterior, el señalamiento que durante la audiencia realizó la Juez aquí accionada, fue que la abogada Deisy Enith estuvo en Pereira y no se presentó a la audiencia, y de paso, esa teoría le sirvió de base para declararlo en contumacia. 
Para hacer más gravosa su situación, el argumento del cual se valió la Juez de Control de Garantías para declararlo en contumacia, que por demás fue equivocado, terminó siendo el mismo que utilizó la señora Juez Segunda Penal del Circuito de esta localidad al fungir como Ad Quem, para despachar desfavorablemente una solicitud de nulidad de lo actuado dentro de ese proceso penal, la cual fue deprecada inicialmente ante el Juzgado de conocimiento, esto es, el Segundo Penal Municipal también de Pereira, en donde también se había denegado tal pretensión.   
Así las cosas, considera el señor Andrés Felipe que se ha desconocido su derecho fundamental al debido proceso, por indebida valoración de las pruebas al momento de tomar la decisión de declararlo en contumacia, pues de manera equivocada fue tachado su proceder como unas “maniobras dilatorias” del proceso, sin ningún tipo de justificación. 

Resaltó el libelista que en la cuestionada audiencia se le nombró a una defensora de oficio para que lo representara en dicha diligencia, a pesar de tener una abogada de confianza, hecho con el cual no está de acuerdo, y tampoco lo estuvo esa Letrada, quien así se lo hizo saber a la Juez en su momento oportuno, bajo el argumento de que un juez de oficio jamás podrá desplazar a uno de confianza, pero la Togada hizo caso omiso de ello. 

Ya en las audiencias concentradas, que tuvieron inicio el pasado 26 de abril de 2018, la Dra. Deisy Enith presentó en el momento procesal oportuno una solicitud de nulidad ante el Juez de conocimiento, o sea el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, en donde el titular del Despacho, después de escuchar todos los argumentos expuestos por la abogada, decidió suspender la audiencia y fijó fecha para resolver sobre lo pedido el día 12 de julio de 2018, con la finalidad de poder estudiar toda la documentación para así poder tomar una decisión en derecho. 
Cuenta el actor que con gran sorpresa recibió la decisión del Juzgado, en la que se decidió negar la solicitud de nulidad, a pesar de reconocer que hubo irregularidades, y para sustentar su decisión, continuó señalando el Togado de conocimiento que la abogada que representaba los intereses del señor Andrés Felipe sí había estado en la ciudad de Pereira el día en que se llevó a cabo la audiencia de declaratoria de contumacia de este último.
Recalca insistentemente el accionante que el Juez debió indagar ante las instancias disciplinarias, ante las cuales se había compulsado copias por parte de la Juez Tercera Penal Municipal de Control de Garantías en contra de la Dra. Silva Atuesta, por la presunta falta en la que pudo incurrir con la presentación del pluricitado poder; de esta manera, la judicatura se hubiera podido percatar de que todo se trató de un error, y que el poder no se presentó personalmente ante la notaría, sino que los sellos correspondían a una firma registrada en ese lugar; ello, hubiera sido suficiente, en sentir del accionante, para arribar a la conclusión de que la declaratoria de contumacia estuvo viciada y por ende debía ser nulitada.  
La anterior decisión fue recurrida en apelación por su nuevo defensor de confianza, quien reiteró todos los argumentos que explicaban en qué consistía la violación a los postulados del debido proceso que perjudicaban a Andrés Felipe, dado que ni siquiera el requisito de procedibilidad se había agotado en debida forma antes del inicio de la actuación, también hizo alusión al hecho de que se hubiera desplazado a su entonces defensora de confianza por una de oficio. 
El 21 de septiembre de 2018 fueron convocadas las partes para la lectura de decisión de segunda instancia sobre la petición de nulidad a instancias del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, Despacho en el cual, su titular en la lectura de la decisión continuó cimentando su negativa en el supuesto poder presentado de manera personal por la Dra. Deisy Enith Silva Atuesta en esta ciudad, asegurando que la aludida abogada había presentado una excusa falaz, es decir, nuevamente una Togada haciendo afirmaciones que son completamente erróneas y que por ende no pueden ostentar ninguna validez.  
Insistió el señor Andrés Felipe que para el momento de contratar los servicios de la Dra. Deisy Enith, la abogada le informó que no podía asistir a la audiencia y que solicitaría su aplazamiento, tal y como en la realidad procesal ocurrió, de manera que se suscribió el respectivo memorial de aplazamiento junto con el poder y se remitieron por medio de correo certificado a su señor padre quien posteriormente lo autenticó en la Notaría Quinta de Pereira mediante firma registrada, para después radicarlos en el Juzgado. 
Dijo el actor que en la hora de ahora ha agotado todos los mecanismos juridiciales que ha tenido a su disposición, sin que tenga a su alcance ninguna otra alternativa más que la presente acción para conjurar el menoscabo en sus derechos, el cual considera actual y persistente.  
 PRETENSIONES:
Con base en todo lo dicho, solicitó el accionante que se tutele su derecho fundamental al debido proceso, y como consecuencia de ello, se dejen sin efectos las decisiones por él cuestionadas, en especial la adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira el pasado 21 de septiembre de 2018, para en su defecto acceder a la solicitud de nulidad presentada y sustentada por sus abogados defensores ante esas instancias judiciales   

Como pretensión subsidiaria, pidió que se deje sin efectos la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, para en su lugar ordenarle a ese Despacho que adopte una decisión ajustada a derecho, atendiendo las verdaderas circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron las cosas. 
Además, pidió que, de estimarse necesario, se compulsen copias penales y disciplinarias a los Jueces accionados por las irregularidades en que estos hayan podido incurrir con los comportamientos aquí narrados. 

TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el día 23 de octubre hogaño, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra de los JUZGADOS TERCERO PENAL MUNICIPAL DE CONTROL DE GARANTÍAS, SEGUNDO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO Y SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO. Además se ordenó la vinculación oficiosa de todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la actuación demandada. Finalmente se ofició al CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DEL SPA para que allegara copia de la carpeta correspondiente a los trámites administrativos como citaciones y requerimientos adelantados al interior de las diligencias cuestionadas.

INTERVENCIONES:

Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes contestaciones: 

FISCALÍA CINCO LOCAL DE PEREIRA: por medio del titular del Despacho expuso que carecía de legitimación para pronunciarse sobre el presente asunto, dado que no fue el Ente que participó dentro de la diligencia de imputación de cargos. 

SR. JAMES HURTADO QUINTERO –VÍCTIMA DENTRO DEL PROCESO-: por medio de un memorial allegado a esta Corporación el día 25 de octubre expuso que se encuentra preocupado por todas las maniobras dilatorias y engañosas de las que se ha valido el señor Andrés Felipe Osorio Robledo con el fin de lograr, no sólo la nulidad de la actuación penal, sino más bien una prescripción del proceso, que en otras palabras, significaría la impunidad por las muchas acciones delictuosas cometidas en contra suya, de su señora madre, su esposa y su hijo, que incluso han implicado violaciones de su domicilio. 

Manifestó también que al interior del proceso ha quedado demostrado hasta la saciedad la rebeldía y renuencia del señor Andrés Felipe en contra de la administración de justicia con las más de 12 veces que dejó de comparecer a las audiencias para las cuales se citó, incluso ha sido declarado contumaz en tres procesos diferentes. 
Aunado a lo anterior, contó que en una diligencia celebrada el pasado 7 de junio de 2018 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Control de Garantías, el señor Andrés Felipe agredió verbalmente a la titular de ese Despacho en plena sala de audiencias porque se habían retrasado 2 diligencias, puntualizando que si eso ocurrió con una juez de la república, mucho peor fueron los sucesos cometidos en contra suya y de su familia, por los cuales resultó denunciado. 

JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL DE CONTROL DE GARANTÍAS: señaló la titular de ese Despacho que en efecto el día 13 de septiembre de 2017 se celebró audiencia de declaratoria de contumacia en contra del aquí accionante, pero no de manera caprichosa como él lo quiere hacer ver, pues al interior del proceso hay constancia de que en múltiples oportunidades, previas a esa diligencia, se había citado al señor ANDRÉS FELIPE para que compareciera, primero a la audiencia de formulación de imputación, y posteriormente para el traslado del escrito de acusación con la entrada en vigencia de la Ley 1826 de 2017, sin que ello hubiese sido posible porque, a pesar de constatarse su enteramiento, siempre presentaba escritos solicitando reiteradamente el aplazamiento de todas las diligencias. 
También recalcó la togada que la ausencia de su abogada Deisy Enith, o el sello registrado en la Notaría de Pereira no fueron los únicos motivos que llevaron al Despacho a declarar contumaz al aquí accionante, sino más bien el hecho de observar las múltiples veces en que el Procesado decidió no asistir a las audiencias programadas, a pesar de las diferentes citaciones, además, la inminencia de la prescripción que se avecinaba, con lo cual se corría el riesgo de dejar a una víctima sin resarcimiento en sus perjuicios, de modo que se hacía necesario vincular al señor OSORIO ROBLEDO para activar el aparato judicial y poder así obtener una verdad. 
De igual manera, la Dra. Flórez Rendón puso en conocimiento los argumentos que expuso ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, para justificar la razón por la cual había decidido compulsar copias en contra de la Dra. Deisy Enith Silva Atuesta dentro de la diligencia en la que se declaró contumaz al aquí accionante, y ello se debió a que ese 13 de septiembre de 2017, después de muchas solicitudes de aplazamiento presentadas por el Procesado, se recibió en el Despacho un nuevo memorial suscrito por la mencionada abogada, en el que una vez más pedía el aplazamiento de la diligencia, argumentando para ello que tanto ella como su prohijado se encontraban por fuera de la ciudad, desconociendo que en el oficio por medio del cual se le citó a la audiencia en comento, se le había enfatizado que no se accedería a más aplazamientos, además, se advirtió por parte de esa célula judicial que el poder se había suscrito en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira. 
Ahora bien, cuando se instaló la audiencia, la titular de la Fiscalía 32 Local de Pereira solicitó que se compulsaran copias para que se investigara la posible conducta irregular en que hubiese podido incurrir la Dra. Deisy Enith, para lo cual dio a conocer que en contra del mismo ciudadano Andrés Felipe se estaban adelantando otros dos procesos ante los Juzgados Penales Municipales, en los que la misma Letrada, había hecho uso de maniobras dilatorias para entorpecer el curso normal de las actuaciones, al punto en que se había tenido que declarar contumaz al procesado, y coincidencialmente se había pedido por parte de esa defensora sendas solicitudes de nulidad en contra de aquellas determinaciones, sin que ninguna de ellas hubiese prosperado. Las circunstancias antes descritas incidieron para que la Judicatura concluyera que lo pretendido por la Letrada en esa oportunidad era dilatar ese proceso al punto de obtener una prescripción que favoreciera a su mandante. 
Por otro lado, destacó la Juez que le tomó por sorpresa la dirección para notificaciones aportada por el libelista a la presente acción, pues si se verifica la carpeta del Centro de Servicios Judiciales del SPA, donde reposan las citaciones hechas al accionante al interior del proceso, se entrevé que a esa misma dirección (Calle 18 No. 23-10 del barrio Boston de Pereira) se dirigieron varios oficios de citación en donde no era posible ubicar al actor bajo diferentes argumentos expuestos por el padre del Procesado, como por ejemplo que había cambiado de domicilio o que no se veía con su hijo. 
También puntualizó la Togada que la presente acción, en su criterio, no debería prosperar, porque se trata de un mecanismo excepcional que sólo es procedente frente a una clara violación de las garantías fundamentales, máxime cuando la decisión cuestionada fue revisada por el Juez de conocimiento e inclusive en segunda instancia, evidenciándose que el señor Andrés Felipe tuvo la posibilidad de recurrir esas decisiones por intermedio de su apoderada de confianza. 
ABOGADA DEISY ENITH SILVA ATUESTA: asintió que fungió como abogada de confianza del señor Andrés Felipe Osorio Robledo, conforme al poder presentado ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Garantías de esta localidad el día 13 de septiembre de 2017, siendo su primer actuación en el proceso de la referencia una solicitud de aplazamiento de la audiencia de imputación, a la cual no accedió el Juzgado accionado. 

También señaló que comparte los planteamientos expuestos por el libelista, según los cuales la señora Juez Tercera Penal Municipal de Garantías vulneró en el devenir de esa audiencia el derecho de postulación ejercido por el señor Andrés Felipe, pues ignoró su solicitud de aplazamiento y en consecuencia lo declaró en contumacia bajo argumentos carentes de fundamento probatorio. 
Así mismo, se afirmó de manera equivocada por la Juez de Control de Garantías que ella estuvo en la ciudad de Pereira el día en que allegó el poder, porque supuestamente hizo una presentación personal en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, argumento que se derrumbó con la decisión adoptada por el Consejo Seccional de la Judicatura en la audiencia de pruebas y calificación que se llevó a cabo con ocasión de la actuación disciplinaria adelantada en su contra después de que la Juez accionada decidiera compulsarle copias ante la autoridad disciplinaria en el desarrollo de la audiencia pluricitada. 
De igual forma, la abogada que fue nombrada de oficio para que interviniera dentro de la audiencia se opuso a la declaratoria de contumacia, y también expresó que le parecía irregular esa actuación, porque un abogado de oficio no puede desplazar a uno de confianza, a menos que este último muestre actuaciones de abandono frente al trámite, lo cual no ocurrió en este asunto, pero la Juez no atendió tales exposiciones.
Por otra parte, es cierto que solicitó en su momento oportuno la nulidad de las actuaciones por las irregularidades antes descritas, sin embargo, frente a los hechos subsecuentes nada puede decir porque ya no funge como apoderada del señor Andrés Felipe Robledo Osorio. 
JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO: refirió que ese Despacho se pronunció al interior de otra investigación penal adelantada en contra del aquí accionante, en la cual se declaró también en contumacia, en dicha oportunidad pidió la nulidad de lo actuado, pedimento al cual accedió el Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento, pero al fungir como Ad Quem, el Juzgado Quinto Penal del Circuito revocó esa decisión. 
La anterior decisión fue controvertida en sede de tutela, siendo resuelta en esta Sala de Decisión, con Ponencia del Magistrado Jairo Ernesto Escobar Sanz. 
FISCALÍA 32 LOCAL DE PEREIRA: manifestó la titular de esa Oficina que tuvo bajo su conocimiento el proceso referido por el accionante, el cual prescribía el 15 de septiembre de 2017, por lo que según los parámetros de la Ley 1826 de 2017 procedió a programar la diligencia de traslado del escrito de acusación, aun cuando ya se había programado antes de la entrada en vigencia de la aludida norma una audiencia de formulación de imputación, la cual no se pudo celebrar debido a la no comparecencia del procesado, y por ende, era incluso a partir de ese momento que la Fiscalía contaba con la posibilidad de solicitar ante el Juez de Control de Garantías, la declaratoria de contumacia
A pesar de lo anterior, decidió citarlo para el 1º de septiembre de 2017 a su Despacho para correrle traslado del escrito de acusación, frente a lo cual solicitó nuevamente aplazamiento, entre otras cosas, porque era su interés estar acompañado de un abogado de confianza, razón por la cual se accedió a su pedimento, poniendo en conocimiento del señor padre de Andrés Felipe (mismo que presentó la solicitud de aplazamiento) que el trámite se postergaría hasta el 8 de septiembre de 2017, quedando comprometido de informarle a su hijo dicha situación; además, se le advirtió que no le iban a ser aceptados más aplazamientos.
A pesar de lo anterior, bajo el temor de encontrarse a portas de una prescripción, solicitó ante el Centro de Servicios Judiciales la audiencia de declaratoria de contumacia, misma que fue fijada para el día 6 de septiembre de 2017, por lo que se hizo la gestión respectiva ante la Defensoría del Pueblo para que le fuera asignado al procesado un defensor público, para que no se dañara la diligencia por dicha razón, dado que también se encontraban de por medio los derechos de la víctima, empero la diligencia no se llevó a cabo porque el señor Andrés Felipe solicitó su aplazamiento.

Paso seguido, la Fiscalía a través del investigador, citó nuevamente al procesado mediante un oficio que fue entregado en la dirección citada por él, siendo recibido por su progenitora, recordándole su deber de asistir a esa oficina el día 8 de septiembre de 2018 pero para ésta también solicitó aplazamiento. 
Así las cosas, se celebró ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Garantías audiencia preliminar donde se declaró en contumacia al señor Andrés Felipe, escenario procesal en el cual contó con la defensa de una abogada de oficio adscrita a la Defensoría del Pueblo, según los postulados del artículo 291 del C de P.P., decisión que no fue recurrida por ninguna de las partes.  

Posteriormente, el accionante presentó por intermedio de su abogada una solicitud de nulidad, a la cual no accedió el Juzgado de conocimiento, o sea el Segundo Penal Municipal de Pereira, como se anunció en audiencia del 26 de abril de 2018, por lo que la decisión fue apelada, y confirmada el día 21 de septiembre de 2018.

En ese orden de ideas, señaló que el libelista, asesorado por profesionales en derecho, ha tenido todas las oportunidades procesales para ejercer su derecho a la defensa, razón por la cual no puede predicarse que haya existido vulneración alguna a sus garantías procesales.

Además, recalcó que la acción de tutela en contra de providencias judiciales sólo es procedente cuando se acredite el cumplimiento de alguno de los requisitos de procedibilidad, como por ejemplo ante la ocurrencia de un defecto sustantivo que constituya un yerro producto de la irregular interpretación o aplicación de normas jurídicas a un caso sometido a conocimiento de un Juez, lo cual no ocurre en este caso, pues las decisiones de la judicatura han estado ajustadas a derecho, han estado debidamente motivadas; tampoco puede hablarse de un defecto fáctico porque de los EMP y EF fueron valorados de acuerdo a la sana crítica y a las reglas de la experiencia. 
Por último, dijo que es el Juez como director de la audiencia quien decide si acepta o no la solicitud de aplazamiento de una diligencia judicial, de acuerdo al análisis que haga de las situaciones particulares que cada caso tiene, porque entender esta situación de manera distinta, implicaría que la realización de las diligencias estaría a la merced de los intereses particulares de los sujetos procesales, a pesar de que puedan llegar a ser caprichosos, o busquen dilatar injustificadamente los procesos judiciales y obtener decisiones favorables como prescripciones, vencimientos de términos entre otras.

A modo de conclusión, señaló que el accionante ha contado con todos los recursos legales del caso, y el simple hecho de que las decisiones adoptadas no hayan resultado favorables a sus intereses, no se traduce en una vulneración de sus derechos. 

Como anotación final, dijo que además de no haberse alegado una causal específica de procedencia de la acción de tutela, no se cumple con el requisito de inmediatez porque ha transcurrido más de un mes, desde la decisión de segunda instancia que negó su solicitud de nulidad para promover la solicitud de amparo constitucional.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.
· Problema jurídico:  

En el presente asunto, le corresponde a la Sala establecer si es procedente el mecanismo de amparo constitucional para decretar la nulidad de lo actuado dentro del proceso penal radicado bajo el Nro. 660016000036201205320, adelantado en contra del señor Andrés Felipe Osorio Robledo, por encontrarse viciado desde la audiencia preliminar de declaratoria de contumacia celebrada el 13 de septiembre de 2018 a instancias del Juzgado Tercero Penal Municipal de Control de Garantías, al haberse llevado a cabo con irrespeto de sus garantías fundamentales. 

· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior, como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Sobre la procedencia de la acción constitucional: 

Como quiera que lo pretendido por el accionante es atacar una decisión judicial a través de este mecanismo constitucional, debe señalarse que para esos fines la jurisprudencia ha establecido una serie de requisitos de procedibilidad especiales, sin los cuales la tutela contra laudo judicial deviene en improcedente:

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 

 

Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.” 
 

Por lo tanto, quien pretenda atacar una decisión judicial vía tutela, debe describir claramente los hechos que generaron la presunta violación de sus derechos fundamentales, tratando en la medida de lo posible, de identificar cuál de los defectos o causales especiales es la que configura la presunta “vía de hecho”. 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, el señor Andrés Felipe no indica cuál de esas causales invoca, y aunque sería válido proceder a realizar el análisis del asunto para determinarlo de manera oficiosa partiendo de lo narrado en libelo petitorio, antes de realizar tal estudio es necesario mirar detenidamente si se cumplen las causales generales de procedencia de la acción tutela. 

En ese orden de ideas, se tiene que el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, revistió a la acción constitucional de tutela de un carácter subsidiario, al indicar que esta sólo procede cuando quien la solicita no cuenta con ningún otro mecanismo de defensa judicial, o que existiendo resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para los derechos del accionante, caso en el cual su procedencia se considera como transitoria. 

Este requisito, se hace más exigente cuando de atacar providencias judiciales vía tutela se trata, ello por cuanto se supone que el primer escenario con el que cuenta el petente para lograr la protección de sus derechos fundamentales es el del proceso, ello en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, pues es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales, sólo de manera excepcionalísima, habría lugar a la intervención del Juez de tutela. 

En este sentido, la Corte Constitucional dijo en la sentencia SU-026 de 2012 que:

“Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. 

Igualmente, en la Sentencia SU-424 de 2012 señaló esa Corporación que: 

“(…) a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten [47]”.”

Todo lo anterior encuentra su justificación en la necesidad de respetar la autonomía judicial, del juez natural y la cosa juzgada, pues no establecer límites al ejercicio de la tutela contra decisiones judiciales generaría desconfianza por parte de la ciudadanía hacia la administración de justicia, lo que atentaría de manera directa contra la seguridad jurídica. 

“(…) No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”

Teniendo en cuenta lo dicho hasta el momento, es evidente a todas luces que no se cumple con el requisito de subsidiariedad de la tutela, pues se evidencia que el accionante pretende usar esta acción como una tercera instancia de las decisiones que ya fueron debatidas procesalmente, no sólo ante el Despacho que tiene a su cargo el conocimiento del asunto, y ante el cual se está surtiendo en la actualidad el proceso penal adelantando en contra del señor Andrés Felipe Osorio Robledo, o sea el Juzgado Segundo Penal Municipal de Conocimiento, sino también ante el Juzgado Segundo penal del Circuito quien fungió como Ad Quem de la decisión por medio de la cual se despachó desfavorable una solicitud de nulidad, dirigida a atacar las bases de la audiencia de control de garantías por medio de la cual fue declarado contumaz el procesado.    
En ese orden de ideas, no le es dable al Juez de tutela revivir a través de este mecanismo etapas procesales que ya fenecieron, máxime cuando se pretende debatir un asunto que, como ya se dijo, fue suficientemente analizado ante las instancias competentes para ello, tras efectuar un análisis probatorio concienzudo de lo acontecido al interior del proceso, y después de haber pasado los filtros de validez y legalidad ante tres jueces de la república; tal certeza, nos permite afirmar que en el marco de los principios del juez natural y de la autonomía judicial, los Togados, por mandato de ley, están facultados para tomar decisiones, que lógicamente, no siempre van a resultar favorables a los intereses del procesado, y por ese mero hecho, no puede afirmarse que ese tipo de decisiones impliquen un desconocimiento a las garantías fundamentales.
Ahora, debe decirse que en el remoto de los casos en que se llegara a pensar que la presente solicitud de amparo resultara ser procedente bajo la hipótesis de una supuesta vía de hecho, lo que se puede advertir a prima facie es que las pretensiones del accionante tampoco estarían llamadas a prosperar, porque lo que a grandes rasgos se evidencia es que no hubo tal defecto procedimental como el que aquí parece alegar el actor que pudiera predicarse de las actuaciones desplegadas por los accionados, pues como quiera que esta Sala de Decisión tuvo la oportunidad de confrontar lo dicho por el señor Andrés Felipe con la información obrante en la carpeta de la Fiscalía, así como la del Centro de Servicios Judiciales y los registros de las audiencias mencionadas por el libelista, lo que se puede concluir, contrario a lo afirmado por el actor, es que las decisiones demandadas estuvieron plenamente motivadas y respaldadas con la información con la que para cada momento procesal contaban los jueces que dirigieron dichas Vistas Públicas. 

Ahora, frente a la declaratoria de contumacia en la que se vio inmerso el señor Andrés Felipe Osorio Robledo con la decisión adoptada por el Juzgado Tercero Penal Municipal de Control de Garantías, la Sala considera que es del caso hacer las siguientes acotaciones: 
En primer lugar, ha de decirse que la audiencia preliminar de declaratoria de contumacia estuvo precedida de una serie de comportamientos asumidos por el aquí accionante que le permitieron a la judicatura inferir que se estaban efectuando maniobras dilatorias por parte suya, como por ejemplo las varias oportunidades en que se le citó para llevar a cabo la diligencia de conciliación sin que este se hiciera presente. 

Ahora bien, aterrizando al caso puntual que le antecedió a esa diligencia preliminar de contumacia, debe decirse que es paradójico que una persona decida voluntariamente inasistir a una audiencia para la cual se le anunció que su finalidad era declararlo contumaz, por los múltiples aplazamientos que había incoado ante la judicatura y ante la Fiscalía, a pesar de que ya se le había advertido por parte de la Togada que no se accedería a más aplazamientos porque con ello lo único que se estaba logrando era entorpecer el curso natural del proceso; de allí que no resulte de recibo que el actor hubiera esperado un resultado diferente de esas diligencias, porque se itera, ya se le había anunciado lo que sobrevendía, y es que como ya quedó suficientemente dilucidado, la irregularidad que se advirtió en la presentación del poder, ni siquiera tratándose de un error en que hubiera podido incurrir la Juez al analizar el contenido de ese memorial (referente a la presentación personal del mismo) sería óbice para nulitar la actuación, pues no puede olvidarse que ese no fue el único argumento esgrimido por la Togada para declarar en contumacia al señor Andrés Felipe, sino de una sumatoria de actos en los que sólo se reflejaba un interés por impedir la correcta marcha de la administración de justicia. 

Ahora bien, si de las decisiones de las autoridades disciplinarias habláramos, para demostrar que la Juez de Garantías incurrió en un error al afirmar que la apoderada judicial había hecho una presentación personal del poder en esta ciudad, y que a pesar de ello había decidido no asistir a la audiencia, bastaría con observar lo que dijo la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, al pronunciarse sobre la queja promovida por la letrada en contra de la Juez, cuando aseguró que la Togada no tenía por qué saber que el poder se dio con firma registrada y no a través de presentación personal, cuando de ello no se dejó claridad en el memorial, mírese cómo en palabras textuales de esa Corporación quedó dilucidado el tan cuestionado reproche formulado por el accionante: 
“Con el material probatorio allegado se acredita que efectivamente ante la Jueza Tercera Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira, a cargo de la doctora OLGA LUCÍA FLOREZ RENDON, el 13 de septiembre de 2017 se realizó audiencia de declaratoria de contumacia, solicitada por la fiscalía, se accedió a la petición y se declaró contumaz al señor ANDRES FELIPE OSORIO ROBLEDO, sin que se accediera a la solicitud de aplazamiento de la misma, presentada en horas de la mañana por la doctora Deisy Eniht, a través de una tercera persona, con poder otorgado el día anterior por el referido señor, con presentación personal ante la Notaría Quinta del Circulo de Pereira el mismo día de la audiencia.

Lo primero que debemos anotar es que no le asiste razón a la quejosa cuando en su hecho décimo afirma que las manifestaciones de la funcionaría cuando afirmó que ella estuvo en Pereira autenticando el poder, no tuvieron sustento probatorio dado que, claramente van en contra vía de la realidad y así quedó demostrado ante el Consejo Seccional de la Judicatura en audiencia dé pruebas y calificación provisional del pasado 12 de diciembre de 2017, realizada dentro del radicado 2017 - 0408. pues lo cierto es que para esta Sala llegar a esa decisión de archivo, tuvo la necesidad escuchar a la togada sobre las razones de su inasistencia a la audiencia del 13 de septiembre y escuchar un testimonio que corroborara su dicho en el sentido de que ella no estuvo en la referida notaría, sino una tercera persona - que llevó allí el documento para autenticar en razón a qué allí está registras las firmas tanto de ella como de su cliente, información que no se desprende del documento autenticado, y por lo tanto, con esa información no podía Contar la funcionaría denunciada en ese momento, por lo que era apenas viable que se basara en lo que obra en el sello de presentación personal en donde de manera expresa y clara el señor Notario certifica que el anterior escrito fue presentado personalmente tanto por el señor Osorio como por la señora Silva.

Ante esta situación; y ante la serie de eventos que se habían presentado con el señor Osorio, tanto en el caso en concreto como en otros que cursaban en la fiscalía en su contra, y frente a la eventual proximidad a la prescripción del asunto, observada por la funcionaría, la misma se encontraba en la obligación, en el deber, de tomar las medidas necesarias para impulsar el proceso, para evitar el estancamiento del mismo por causa de actuaciones que razonablemente pueda estimar como maniobras, en cumplimiento de los principios de Administración de Justicia, Acceso a la Justicia, y Celeridad, consagrados en los artículos 1, 2, y 4 de la ley 270 de 1996, sin desconocer, en tal proceder, el Derecho de defensa, contemplado en el artículo 3 de la misma normatividad, derecho que efectivamente, garantizó la doctora Olga Lucía.

Es ostensible entonces, que el actuar de la funcionaría denunciada fue conforme a derecho, dentro del marco de la autonomía funcional establecida en Ibs artículos 228 y 230 de la Constitución Política, por lo que estima esta sala que no existe mérito para abrir investigación disciplinaria en su contra”

Por otro lado, no se puede tachar de equivocado un pronunciamiento por parte del Juez competente por el hecho de no haber accedido al aplazamiento de una diligencia y declarar contumaz al procesado cuando lo ha encontrado en rebeldía frente al proceso, y es que no puede válidamente pensarse que los jueces tienen la obligación de acceder a cualquier solicitud de incoada, pues sería absurdo pensar que un memorial reiterativo de aplazamiento suscrito por el aquí actor generaba una imposición en la Juez para haber accedido nuevamente a un prórroga cuando se estaba a portas de una prescripción de la acción, además, es natural que ese tipo de decisiones se encuentren a discrecionalidad del juez, y ello no tiene por qué ser visto como una arbitrariedad, precisamente porque la ley contempla mecanismos de los cuales pueden valerse los jueces cuando observan la desidia de las partes en el proceso para corresponder como deberían ante los llamados de la justicia, tal y como ocurrió en este caso, en que tanto se había entorpecido el asunto que incluso la audiencia a la que paradójicamente no asistió el actor ni su representante judicial, fue denominada desde el momento de su citación “audiencia de declaratoria de contumacia”, mírese pues que, como ya se dijo, llevaba implícito el resultado y la consecuencia que se derivaría de su no comparecencia. 
Aunado a lo anterior, el desinterés del actor se puede entrever del tiempo que dejó pasar desde que se le corrió traslado a la defensora de oficio del escrito de acusación, pues ello ocurrió en el mes de septiembre de 2017 y sólo hasta febrero del año que avanza se acercó a la Fiscalía para que se le comunicara el contenido de ese acto, sin que antes de eso hubiera quedado en evidencia alguna gestión por tratar de solucionar su situación.
por otra parte, debe tenerse en cuenta, como bien lo expuso el titular del Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira, al sostener que con base en el principio de trascendencia que rige las nulidades procesales, éstas operan de última ratio cuando se han socavado las bases estructurales del debido proceso, cosa que no se advirtió en este asunto, por lo que no existía absolutamente ninguna causal que invalidara lo ya actuado al interior del asunto, en que a pesar de la declaratoria de contumacia, nada ocurrió en esa diligencia que no pudiera subsanarse con actuaciones posteriores a la misma.    
De acuerdo a todo lo dicho hasta ahora, se habrá de despachar desfavorablemente la solicitud de amparo constitucional reclamada, al no haberse acreditado las reglas para su eventual procedencia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la solicitud de amparo constitucional impetrada por el señor ANDRÉS FELIPE OSORIO ROBLEDO, en contra del JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONTROL DE GARANTÍAS, JUZGADO SEGUNDO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO Y JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO; conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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